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Cúcuta, veintiséis (26) de enero de dos mil veintidós (2022) 

 

VISTOS 

 

Procede la Sala a resolver la acción de tutela interpuesta por JOSUÉ ANANÍAS 

ASCANIO SÁNCHEZ contra JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO CON 

FUNCION DE CONOCIMIENTO DE OCAÑA, JUZGADO PRIMERO DEL CIRCUITO 

CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO DE CUCUTA, vinculándose al JUZGADO 

PRIMERO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE 

OCAÑA, FISCALÍA 3 SECCIONAL DE OCAÑA, CENTRO DE SERVICIOS DE LOS 

JUZGADOS DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO, ÁREA JURIDICA Y DIRECCIÓN 

COMPLEJO PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE OCAÑA y el CENTRO DE 

SERVICIOS DE LOS JUZGADOS DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO DE OCAÑA, 

por la presunta vulneración del derecho fundamental al debido proceso, 

contradicción y defensa, acceso efectivo a la administración de justicia. 

 

HECHOS Y FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN 
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Indicó básicamente el actor que, el 15 de enero del año 2020 fue capturado al pasar 

por el batallón de Santander de Ocaña y encontrarle un kilo de base de cocaína en el 

vehículo donde iba de pasajero, siendo dejados a disposición del Juzgado Primero 

Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Ocaña, el cual le impuso 

el día 16 de enero de 2020 detención domiciliaria en su residencia. 

 

Que siempre manifestó no tener conocimiento de la sustancia encontrada en el 

vehículo, pero el defensor de oficio le comunicó que debía aceptar los cargos por 

cuanto había sido hallado en flagrancia.  

 

Alude el actor que el 15 de julio de 2020 el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL 

CIRCUITO DE OCAÑA lo citó a audiencia de verificación de preacuerdo, debido a 

que su defensor le indicó que era lo único que se podía hacer y en dicha diligencia 

fue condenado a la pena principal de 48 meses de prisión y multa de 62 salarios 

mínimos legales como cómplice del delito de tráfico, fabricación y porte de 

estupefacientes.  

 

El 18 de marzo de 2021 se verificó que la sustancia que inicialmente se dijo era 

cocaína resultó ser una sustancia no controlada, pero debido a que se aceptó los 

cargos se encuentra condenado, mientras que las otras dos personas que iban en el 

vehiculó ya gozan de la libertad. 

 

Por lo tanto, solicita sean tutelados sus derechos fundamentales al debido proceso, a 

la defensa y contradicción, el acceso a la administración de justicia, a la libertad 

procesal a la igualdad y dignidad humana y, en consecuencia, se ordene dejar sin 

efectos la sentencia condenatoria del 15 de julio del año 2020 por falta de defensa 

técnica y obtener la libertad, además, se le expidan copias del informe de fecha 18 

de marzo 2021 donde verificó que la sustancia que inicialmente se dijo era cocaína, 

resulto ser una sustancia no controlada. 

 

DEL MATERIAL PROBATORIO 
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Se tendrán, como pruebas, la demanda de tutela y sus anexos. En lo demás, 

mediante auto de sustanciación de fecha 3 de diciembre de 2021 el Magistrado 

Ponente dispuso requerir a las partes accionadas y vinculadas, en busca de 

información conforme a los hechos expuestos en el escrito de tutela, obteniéndose 

lo siguiente: 

 

-. JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE OCAÑA contestó, que el día 15 

de julio del 2020 se llevó a cabo la audiencia de acusación, mediante la cual se 

celebró un preacuerdo con el accionante, estimando que contaba la fiscalía con el 

mínimo probatorio exigido para condenar. Que, dentro de los elementos materiales 

probatorios aportados por la fiscalía, estaba el informe Investigador de Campo FPJ-

11 del 14 de enero de 2020 en el que se concluyó que la sustancia incautada arrojó 

un resultado positivo para cocaína y sus derivados en un peso de 1.023.4 gramos.  

 

Así mismo, como quiera que contra la sentencia condenatoria de fecha 15 de julio de 

2020 no se interpusieron recursos por las partes, la misma goza de legalidad y 

ejecutoria, por lo tanto, se evidencia la improcedencia del presente estudio. 

 

-. JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA contestó que, 

verificadas las bases de datos y libros radicadores no se encontró proceso alguno en 

contra del actor. 

 

-. JUZGADO PRIMERO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 

GARANTÍAS Y CONOCIMIENTO DE OCAÑA contestó que realizó las audiencias 

preliminares de: legalización de incautación, legalización de captura, formulación de 

imputación y medida de aseguramiento preventiva el día 15 de enero de 2020 por el 

delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, proceso radicado con 

SPOA:5449860011322020-00078; por lo anterior se libraron las respectivas boletas 

de detención domiciliaria de los precitados. 
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Así mismo, agregó que el día 12 de febrero de 2020 se remite carpeta en físico de la 

presente diligencia al JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE OCAÑA, 

NORTE DE SANTANDER; por ende, es el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL 

CIRCUITO el llamado a rendir las aclaraciones respectivas. 

 

-. CENTRO DE SERVICIOS DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO DE CÚCUTA 

contestó que, una vez consultado el sistema de registro, no encontró anotación 

alguna en contra del accionante en razón a que los hechos narrados se produjeron 

en Ocaña, por lo anterior, solicitó ser desvinculado del presente trámite por cuanto 

no ha vulnerado derecho fundamental alguno.  

 

-. CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA DIRECCIÓN EJECUTIVA SECCIONAL 

DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL CÚCUTA. OFICINA DE SERVICIOS SISTEMA 

PENAL ACUSATORIO contestó que es competencia directamente al despacho 

judicial al cual le correspondió el conocimiento del proceso adelantado en su contra.  

 

-. COMPLEJO PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE OCAÑA contestó, que el interno 

fue capturado el 15 de enero del 2020 por el delito de tráfico, fabricación o porte de 

estupefacientes, siendo condenado el 15 de julio de 2020 a 48 meses de prisión y 

una multa de 62 smlmv; así las cosas, solicita ser desvinculado del presente trámite 

por cuanto carece de competencia para entrar a resolver lo pretendido por el 

interno.  

 

-. DOCTOR CRISTIAN JIMÉNEZ ARÉVALO: contestó que obró, como abogado 

contractual y de confianza del señor ASCANIO SÁNCHEZ.  

 

Indica que el señor ASCANIO SÁNCHEZ fue capturado en flagrancia el día 15 de 

enero del 2020 por la presunta comisión del delito Tráfico, fabricación o porte de 

estupefacientes; al momento de haber sido puesto a disposición de la FISCALÍA 

GENERAL DE LA NACIÓN, él tomó la decisión de no ser asistido por la defensoría 
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pública y al contratarlo, como su abogado de confianza, en el cual bajo la garantía 

constitucional de reserva de las conversaciones de cliente abogado, le detalló 

situaciones de modo, tiempo y lugar, por lo cual lo asistió inicialmente en las 

audiencias preliminares concentradas; en primer lugar, se produjo la audiencia de 

legalización de la captura, en la cual se cumplieron todos los presupuestos de los 

artículos 301, 302, 303, de la ley 906 del 2004 y tomó la decisión de no oponerse, así 

mismo en ese escenario procesal no se avizoró por parte de ninguno de los 

intervinientes sobre la no existencia de un elemento material probatorio que pudiese 

inferir una ilegalidad de lo actuado posterior, se hizo la audiencia de imputación en 

la que, en ese acto de mera notificación no observó ni se expuso por parte de los 

intervinientes o el juez constitucional una adecuación típica errónea; en ese 

momento, le explicó los beneficios de aceptar cargos en esa etapa procesal por lo 

que el señor JOSUÉ ASCANIO SÁNCHEZ no aceptó los cargos. Por último, llevaron 

a cabo la audiencia de solicitud de medida de aseguramiento, en la cual se alegó al 

juez que su cliente no era un peligro para la sociedad y que la medida no era 

necesaria, el imputado no iba a obstruir el debido ejercicio de la justicia ya que no 

tenía antecedentes, tenía arraigo y, además, era padre de familia, aportando los 

diferentes elementos materiales probatorios, lo que permitió que al ciudadano 

JOSUÉ ASCANIO SÁNCHEZ no se le impusiera una medida de aseguramiento en 

centro carcelario sino en lugar de su domicilio, siendo esto favorable para él y su 

familia. 

 

Desde el 16 de enero del año 2020 a la fecha de la audiencia de acusación, dialogó 

en múltiples oportunidades con el señor JOSUÉ ASCANIO SÁNCHEZ sobre su 

proceso, teniendo en cuenta que el vehículo en el que se trasportaba era de su 

posesión y de acuerdo a lo manifestado por él dónde le detalló todas las 

circunstancias de modo, tiempo y lugar de la comisión del delito, su conocimiento y 

autoría, le pidió autorización para adelantar con el señor FISCAL una negociación 

para dar terminado por anticipado el proceso penal, bajo la modalidad del artículo 

350 del código de procedimiento penal, buscando la favorabilidad para su cliente 
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generando una degradación de la conducta punible, de autor a cómplice y una pena 

a imponer de la mitad de la mínima que contiene el artículo 376 del código penal, 

bajo la autorización y consentimiento del señor JOSUÉ ASCANIO SÁNCHEZ. 

 

Indica el apoderado que la audiencia del preacuerdo se llevó a cabo en época de 

pandemia y el señor JOSUÉ ASCANIO SÁNCHEZ no contaba con los elementos 

para desarrollarla, por lo que pidió autorización al juez de conocimiento para que se 

pudiese trasladar a la casa del defensor y realizarla; en el marco de la audiencia el 

señor fiscal hizo la verbalización del preacuerdo, como consta en audios, en la cual 

manifestó y detalló los elementos materiales probatorios que hasta el momento 

procesal se contaba, determinando que lo encontrado en el automóvil del señor 

ASCANIO SÁNCHEZ cumplía con las características físicas y químicas de base de 

coca, situación que no fue controvertida por ninguna de las partes y el señor juez de 

conocimiento le preguntó al acusado si había sido informado por su defensor sobre 

las condiciones del preacuerdo, el cual expresó que sí; le preguntó si era libre y 

voluntario, expresó que sí, además si renunciaba a su presunción de inocencia y a un 

juicio con garantías constitucionales y manifestó sí, por lo cual nunca se le vulneró el 

derecho a la defensa técnica que alega el accionante. 

 

Agrega, que adelantó todas las gestiones pertinentes buscando la protección de los 

derechos del señor JOSUÉ ANANÍAS ASCANIO por lo que considera que no son 

ciertos los argumentos esbozados por el mismo, además, indica que el 19 de marzo 

del año 2021 fecha en el cual no fungía como apoderado del sentenciado fue 

notificado por el Juzgado 01 Penal Circuito de Ocaña que en audiencia preparatoria 

el señor fiscal solicitó la preclusión del proceso penal contra dos de los cuatro 

implicados, debido a que recibieron un informe definitivo a la muestra de la 

sustancia que se incautó a los imputados, situación que generó asombro y sorpresa 

e inmediatamente le comunicó a la esposa del señor ASCANIO SÁNCHEZ para qué 

iniciara las actuaciones correspondientes, esto es, la apelación de la sentencia o la 

acción de revisión, teniendo en cuenta este hecho o prueba sobreviniente. 
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Por lo que solicita al juez de tutela negar la presente acción, debido a que en ningún 

momento se vulneraron los derechos fundamentales al debido proceso y la defensa 

del señor ASCANIO SÁNCHEZ dado que el accionante siempre contó con una 

defensa técnica que se caracterizó por su idoneidad, eficiencia y eficacia; finalmente, 

el señor ASCANIO SÁNCHEZ tiene los mecanismos idóneos para que se analice su 

caso, como lo es una revisión penal.  

 

-. PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN: contestó que luego de leídos los 

anexos, se observa que lo que va corrido del año 2021 el señor JOSUÉ ANANÍAS 

ASCANIO no se ha comunicado con el juzgado fallador ni ha presentado petición 

alguna; así mismo, indica que revisado el expediente no se observa falta de defensa 

técnica pues tal como se constató el doctor CRISTIAN JIMÉNEZ ARÉVALO siempre 

estuvo en todas las audiencias acompañado a su cliente.  

 

-. FISCALÍA 3 SECCIONAL DE OCAÑA guardo silencio dentro del trámite 

constitucional.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1  Competencia. 

 

Con fundamento en lo señalado en el artículo 86 de la Constitución Política, en 

concordancia con lo dispuesto en el artículo 1º numeral 2º del Decreto 1382 de 2000 

es competente esta Sala de Decisión para conocer de la presente acción de tutela. 

 

2  Marco Normativo de la Acción de Tutela. 

 

La acción de tutela es un mecanismo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

de 1991 como una herramienta para garantizar la protección inmediata de los 
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derechos fundamentales de las personas, cuando éstos resulten amenazados o 

vulnerados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, lo 

anterior cuando no exista otro medio de defensa judicial o éste resulte ineficaz para 

la protección de los derechos fundamentales y constitucionalmente protegidos, en 

este caso podrá ser utilizada  como  medio transitorio de inmediata aplicación a 

efecto de evitar un perjuicio irremediable. 

 

3  Problema Jurídico. 

 

En el presente caso y de acuerdo a lo expuesto en la demanda de tutela, compete a 

la Sala establecer si las autoridades accionadas vulneraron los derechos 

fundamentales del señor JOSUÉ ANANÍAS ASCANIO SÁNCHEZ y donde solicita 

dejar sin efectos la sentencia condenatoria del 15 de julio del año 2020 por falta de 

defensa y obtener la libertad, además, se le expidan copias del informe de fecha 18 

de marzo 2021 donde verificó que la sustancia que inicialmente se dijo era cocaína, 

resulto ser una sustancia no controlada. 

 

4  Caso Concreto. 

 

Con  el  fin de resolver el problema jurídico planteado por  la  Sala, se hace necesario 

recordar lo que la Corte Constitucional1 ha reiterado en cuanto a los requisitos 

generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales, veamos:  

 

“Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra 

decisiones judiciales son los siguientes: 

  

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia 

constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar 

a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia 

constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a 

otras jurisdicciones. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda 

claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a resolver es 

 
1 Sentencia T-125 de 2012. 
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genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los 

derechos fundamentales de las partes. 

  

b. Que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios-  de 

defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de 

evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  De allí 

que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales 

ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus 

derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un 

mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las 

competencias de las distintas autoridades judiciales, de concentrar en la 

jurisdicción constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de 

propiciar un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de 

esta última. 

  

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se 

hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del 

hecho que originó la vulneración.  De lo contrario, esto es, de permitir que la 

acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, 

se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que 

sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre 

que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de 

resolución de conflictos. 

  

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la 

misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se 

impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. No 

obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la 

irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal 

como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse 

como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se 

genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por 

ello hay lugar a la anulación del juicio. 

  

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que 

generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere 

alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido 

posible.  Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela 

llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y 

no previstas  

 

por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al 

fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, 

que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al 

momento de pretender la protección constitucional de sus derechos. 
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f. Que no se trate de sentencias de tutela.  Esto por cuanto los debates sobre 

la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de 

manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son 

sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso 

en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión 

de la sala respectiva, se tornan definitivas.”. 

 

 

En el caso que nos ocupa, se tiene que el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL 

CIRCUITO DE OCAÑA mediante providencia de fecha 15 de julio de 2020 condenó 

al señor Josué Ascanio a la pena principal de 48 meses de prisión y multa de 62 

salarios mínimos legales, como cómplice del delito de tráfico, fabricación y porte de 

estupefacientes, la misma quedó ejecutoriada debido a que las partes no 

presentaron recursos a la sentencia. 

 

Pues bien, tal como se colige de la documentación aportada al diligenciamiento, y 

de acuerdo a los requisitos exigidos en materia Constitucional, vemos pues que en el 

asunto objeto de estudio, los medios ordinarios de defensa judicial que tiene al 

alcance el accionante no se han agotado, por lo que no puede acudir a esta 

excepcionalísima acción para reemplazar los procedimientos correspondientes 

establecidos en el ordenamiento jurídico, cuando el amparo se estableció con el fin 

de suplir la ausencia de los mismos y no para soslayar los ya existentes puesto que el 

accionante se encuentra condenado desde el 15 de julio de 2020 y no hizo uso del 

recurso de apelación y, al observarse que el 18 de marzo de 2021 corroboraron que 

la sustancia no era cocaína, el actor tiene la posibilidad de ejercer el recurso de 

revisión tipificado en el numeral 2° del artículo 32 de la ley 906 de 2004 de acuerdo a 

la causal prevista en el numeral 3° del artículo 192 que establece: 

 

La acción de revisión procede contra sentencias ejecutoriadas, en los siguientes 

casos: 

 

1. Cuando se haya condenado a dos (2) o más personas por un mismo delito que 

no hubiese podido ser cometido sino por una o por un número menor de las 

sentenciadas. 
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2. Cuando se hubiere dictado sentencia condenatoria en proceso que no podía 

iniciarse o proseguirse por prescripción de la acción, por falta de querella o 

petición válidamente formulada, o por cualquier otra causal de extinción de la 

acción penal. 

 

3. Cuando después de la sentencia condenatoria aparezcan hechos nuevos 

o surjan pruebas no conocidas al tiempo de los debates que establezcan la 

inocencia del condenado o su inimputabilidad. 

 

4. Cuando después del fallo absolutorio en procesos por violaciones de derechos 

humanos o infracciones graves al derecho internacional humanitario, se 

establezca mediante decisión de una instancia internacional de supervisión y 

control de derechos humanos, respecto de la cual el Estado colombiano ha 

aceptado formalmente la competencia, un incumplimiento protuberante de las 

obligaciones del Estado de investigar seria e imparcialmente tales violaciones. En 

este caso no será necesario acreditar existencia de hecho nuevo o prueba no 

conocida al tiempo de los debates. 

 

5. Cuando con posterioridad a la sentencia se demuestre, mediante decisión en 

firme, que el fallo fue determinado por un delito del juez o de un tercero.  

 

Por lo que es evidente que el actor cuenta con otro mecanismo de defensa judicial 

que debe agotar antes de presentar la acción de tutela, lo que de manera clara deja 

en evidencia la improcedencia de este mecanismo de protección.  

 

No obstante, debe precisarse que tal exigencia solo permite una excepción en el   

evento de que se trate de evitar la consumación de un perjuicio irremediable, lo cual 

no se advierte en el sub júdice, ya que no se dan los presupuestos de inminencia, 

urgencia, gravedad y la impostergabilidad de la acción, tal como lo ha establecido la 

Corte Constitucional. Por el contrario, se probó que la parte actora recurrió 

directamente a la acción de tutela como un mecanismo de protección alternativo 

para efectos de que el Juez constitucional despoje las competencias de las 

autoridades judiciales y concentre en la jurisdicción constitucional todas las 

decisiones inherentes a ellas. 

 

Así las cosas, considera la Sala que la decisión censurada fue adoptada conforme lo 

dispuesto por el ordenamiento jurídico -Ley 906 de 2004-, contrario al querer de la 
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parte demandante quien pretende convertir la vía constitucional en una tercera 

instancia, trayendo a esta sede excepcionalísima una controversia legal que escapa a 

la función constitucional inherente al proceso de tutela, como es la valoración 

probatoria para revocar la decisión proferida el 15 de julio de 2020 por el JUZGADO 

PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE OCAÑA donde condenó al señor Josué 

Ascanio y, más aún, que alude una prueba de fecha 18 de marzo de 2021 y no la 

aporta al trámite tutelar al igual alude haber presentado derecho de petición a las 

entidades accionadas y vinculadas solicitando que le expidieran copias del informe 

donde se verificó que la sustancia que inicialmente se dijo era cocaína, resulto ser 

una sustancia no controlada, pero solo aportó los derechos de petición no 

observándose el envió de las mismas. 

 

 

Solo aportó el escrito lo que no demuestra cuando lo radicó, en donde lo presentó 

con el fin de observar una vulneración al derecho postulación pues era deber del 

accionante aportar las pruebas con el fin de proteger sus derechos que alega 

vulnerados, motivo por el cual al no evidenciarse que lo hubiera radicado tal 

solicitud no puede este juez constitucional ordenar algo sin pruebas que acrediten 

sus vulneración.  

 

Razón por la que la pretensión invocada por el accionante debe ser planteada al 

interior del proceso correspondiente, de suerte que, dicha herramienta se torna 

como la idónea para el ejercicio de la defensa de sus derechos, toda vez que la 
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acción de tutela no es un instrumento alternativo, supletorio o paralelo de la 

actividad jurisdiccional de administrar justicia sino un mecanismo excepcional al que 

sólo se puede acudir cuando se han agotado todas las vías correspondiente, sin que 

se hubiese probado que el actor haya agotado la acción de revisión por haberse 

obtenido una prueba nueva luego de haber sido condenado.  

 

Aunado a ello, en el caso que nos ocupa, no se reúne el presupuesto de la 

inmediatez que establece la jurisprudencia como un requisito de procedibilidad pare 

estos asuntos, de manera que, la acción debe ser interpuesta dentro de un plazo 

razonable, oportuno y justo, pues con tal exigencia se pretende evitar que este 

mecanismo de defensa judicial se emplee como herramienta que premie la desidia, 

negligencia o indiferencia de los actores o se convierta en un factor de inseguridad 

jurídica, postura que ha venido reiterando la Sala de Casación Penal de la Corte 

Suprema de Justicia2.  

 

Debe precisarse, que la decisión objeto de censura data del 15 de julio de 2020 por 

lo que no puede entenderse cómo después de trascurrido más de un año, apenas 

ahora considere el señor Josué Ascanio que se le han vulnerado las garantías 

fundamentales, máxime cuando en el escrito de tutela no se evidencia que el actor 

aporte prueba del informe que demuestra que no era sustancia de cocaína ni 

tampoco aportó prueba de derechos de petición solicitándole a las entidades 

vinculadas y accionadas le expidieran copias del informe donde se verificó que la 

sustancia que inicialmente se dijo era cocaína, resultó ser una sustancia no 

controlada, razón por la que la inactividad del accionante no resulta justificada ni hay 

un nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción y la posible transgresión de 

derechos que invoca, que son algunas de las excepciones que ha fijado la Alta 

Corporación Constitucional para este tipo de asuntos; razón por la que el 

demandante debe acudir a los medios idóneos de defensa para alegar la supuesta 

vulneración de derechos que en esta instancia invoca. 

 
2 Providencias de tutela STP18588-2017, Rad. 95213,, del 16 de noviembre de 2017; STP4071-2018, Rad. 97292, del 22 
de marzo 2018.  
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Por ello, la Sala se abstendrá de seguir estudiando los requisitos generales de 

procedencia de la acción de tutela exigidos por la jurisprudencia constitucional, pues 

recuérdese bien que los mismos son concurrentes y, en el evento, de no cumplirse 

alguno de ellos relevará al Juez de tutela de continuar con dicha tarea.  

 

Por último, se hace oportuno precisar los elementos que la Corte Constitucional en 

Sentencia T-385 de 2018 ha establecido para determinar una ausencia de defensa 

técnica, a saber:  

 

i) Que sea evidente que el defensor cumplió un papel meramente formal carente 

de cualquier vinculación a una estrategia procesal o jurídica.  

 

ii) Que las deficiencias en la defensa no le hubiesen sido imputables al procesado 

o hubiesen tenido como causa evadir la acción de la justicia.  

 

iii) Que la falta de defensa revista tal trascendencia y magnitud que sea 

determinante de la decisión judicial, de manera tal que pueda configurarse 

uno de los defectos sustantivo, fáctico, orgánico o procedimental.     

 

iv) Que aparezca una vulneración palmaria de las garantías del procesado.  

 

Al revisar el expediente allegado por el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO 

CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE OCAÑA no se encuentran probados los 

anteriores presupuestos, toda vez que: i) el abogado CRISTIAN JIMÉNEZ ARÉVALO 

realizó todas la labores necesarias para ejercer el derecho de defensa del hoy 

accionante al interior del proceso acompañándolo a las audiencias preparándolo de 

todas las etapas procesales y más aún se observó que el señor JOSUÉ ANANÍAS 

ASCANIO manifestó en la audiencia de preacuerdo que su defensor lo había 

asesorado, motivo por el cual se observa una gestión profesional del togado ii) el 
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defensor actuó en todas las actuaciones del proceso y notificando al señor JOSUÉ 

ANANIAS ASCANIO de todas las audiencias y sus resultados iii) siempre presentó 

una defensa acorde al material probatorio que tenía en su momento por lo cual no 

se encuentra probado que al apoderado hubiera actuado negligentemente y iv) por 

lo cual no es viable lo manifestado por el señor JOSUÉ ANANÍAS ASCANIO pues es 

evidente que su defensor actuó dentro del trámite correspondiente y en derecho de 

acuerdo al material probatorio que tenía en su momento además que la decisión del 

preacuerdo también se tomaron en pleno conocimiento del hoy accionante.  

  

En consecuencia, no se observa la vulneración de la defensa técnica que alega el 

señor JOSUÉ ANANÍAS ASCANIO y de acuerdo a la nueva prueba donde 

corroboraron que la sustancia no era cocaína, el actor tiene la posibilidad de ejercer 

el recurso de revisión, tipificado en el numeral 2° del artículo 32 de la ley 906 de 

2004 de acuerdo a la causal prevista en el numeral 3° del artículo 192 observándose, 

de esta forma, que el actor cuenta con otro medio de defensa que debe agotar antes 

de interponer la acción de tutela. Con base en todo lo anterior, la Sala declarará la 

improcedencia de la presente acción constitucional.  

 

Por último, se exhorta al señor JOSUÉ ANANÍAS ASCANIO para que solicite el 

servicio de un profesional del derecho de la defensoría del pueblo para que le 

expliquen el trámite de la acción de revisión penal y así pueda ejercer su defensa. 

 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 

CÚCUTA – SALA PENAL DE DECISIÓN, administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NEGAR POR IMPROCEDENTE la presente acción de tutela, conforme a 

lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo. 
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SEGUNDO: EXHORTAR al señor JOSUÉ ANANÍAS ASCANIO para que solicite el 

servicio de un profesional del derecho de la defensoría del pueblo para que le 

expliquen el trámite de la acción de revisión penal y así pueda ejercer su defensa. 

 

TERCERO: NOTIFICAR este fallo a las partes, de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 en concordancia con el artículo 5° del Decreto 

306 de 1992  

 

CUARTO: En el caso que el presente fallo no fuere impugnado, ENVIAR el 

expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
  


